PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Juzgado en lo Penal Correccional de la ciudad de San Lorenzo, a cargo del Dr. Juan José Tutau , no judicialice la protesta social, involucrando a Gustavo Alioni, Osvaldo Gómez, Miguel Maturán, Roberto Campagna, Carlos Frick y Héctor Luna, todos ellos trabajadores de Sulfacid S. A. 

Sr. Presidente:

                      
En el marco del conflicto colectivo de trabajo suscitado a partir del 8 de julio del corriente año entre el Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica de Fray Luis Beltrán y la empresa Sulfacid S.A., el cual se ha resuelto satisfactoriamente en el ámbito del Ministerio de Empleo y Seguridad Social de la Nación, firmándose en una de sus cláusulas una “paz social”; resulta a todas luces contradictorio que en la mismo se mantenga la prosecución de causas penales a trabajadores. 

                 
Tal contradicción surge a partir de que, por un lado se declama una paz social como paréntesis de un conflicto colectivo, y por el otro, algunos trabajadores registran causas penales en su contra. Esto es totalmente incompatible.

                     
La resolución satisfactoria de este conflicto en lo sustancial, ha demandado enormes esfuerzos no sólo del colectivo de trabajadores, de organizaciones gremiales y sociales y de la comunidad toda; sino también de la única institución con facultades para intervenir en él: la Secretaría de Trabajo Provincial. Todo, absolutamente todo este conflicto como cualquier otro de la misma naturaleza, debe - por imperativo legal - dirimirse por ante la institución referida. No puede haber porciones que se ventilen por ante jurisdicciones a las que la norma de orden público le veda, le prohibe la competencia para entender en estos asuntos. 

                      Es nuestro deber impedir la invasión de jurisdicciones haciendo respetar lo que nuestros pares de otrora legislaron dotando a esa norma de operatividad y ejecutividad. La norma existe, exijamos su cumplimiento, no permitamos la judicialización de la protesta obrera: la huelga.

                     En este escenario contradictorio, invasivo, donde nada tiene que hacer la Justicia Penal ya que la huelga ha dejado hace muchos años de ser considerada como delito, y esto no es más que una conquista obtenida por la lucha de los trabajadores. Resulta también contradictorio que el Gobierno de la Provincia, a través de su Ministro de Gobierno - Dr. Roberto Rosúa -, el Senador Departamental Armando Traferri y el autor de este proyecto hayan tenido que mediar para no reprimir un conflicto laboral. Sin esa mediación, hoy tendríamos que estar lamentando consecuencias más graves. So pretexto de proteger algunos bienes jurídicos como el del derecho de propiedad de una empresa, sin esta mediación, se hubiera violado otro derecho de igual rango como el del derecho de propiedad de los trabajadores: su trabajo y su salario.



Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

